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Defensoria

Provincia de Buenos Aires





                               La Plata, 30 de octubre de 2017

VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834, el expediente N° 15292/1, y

CONSIDERANDO

Que por Disposición N° 32/17 se confeccionó el expediente N° 15292/17, mediante el cual se inició investigación de oficio a efectos de realizar un relevamiento consistente en constatar el nivel de seguridad alimentaria y el acceso a la Canasta Básica Alimentaria (CBA) y la Canasta Básica Total (CBT), por parte de los habitantes de la Provincia de Buenos Aires. 

Que producto de dicho relevamiento se produjo un informe sobre seguridad alimentaria procesado por la Dirección General de Planificación Estratégica y Estadística dependiente de este Organismo.  

Que de dicho informe se deprende que aproximadamente el 30% de la población con necesidades básicas insatisfechas se encuentran en situación de inseguridad alimentaria. 

Que la pauperización en la alimentación no afecta a todos los hogares por igual, sino que los más perjudicados son aquellos con ingresos insuficientes y presencia de población de riesgo (niños/as, embarazadas o mayores de 74 años), siendo sujetos de una doble vulneración, en tanto son hogares que debieran contar con una mayor contención por parte del Estado dadas sus características.  

Que dicho informe fue acompañado ante la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia, a los fines que se tengan presentes los resultados del mismo, y se convoque una audiencia pública para propiciar el dialogo entre los actores del mercado de alimentos.

Que el Centro de Estudios para la Gobernanza La Plata presentó a esta Defensoría un informe titulado “La canasta básica alimentaria en la medición de la pobreza”, que tiene por objeto indagar la composición de la Canasta Básica Alimentaria (CBA), en tanto aspecto central del método monetario absoluto de medición de la pobreza que en la actualidad es utilizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC).

Que la CBA se encuentra conformada por un grupo de alimentos seleccionados en función de los hábitos de consumo de la población de referencia a partir de una encuesta de gastos e ingresos realizada en el período 1985/1986 que, además, considera los requerimientos energéticos y proteicos que necesitaría cubrir un “Adulto Equivalente”.

Que el “Adulto Equivalente” se encuentra construido a partir del patrón de un varón adulto de entre 30 y 60 años de edad, de actividad física moderada, que requiere 2700 kcal/día para garantizar una alimentación adecuada. En virtud de dicho valor, el INDEC estableció equivalencias según sexo y edad.

Que el mentado informe utilizó como marco metodológico para la valoración nutricional de la CBA, el análisis  las tablas alimentarias propuestas por ARGENFOOD, integrante de la Red Internacional de Sistemas de Datos de Alimentos (INFOODS) creado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). Por su parte, los datos de los alimentos no encontrados en la base de datos de ARGENFOOD, fueron tomados de la tabla de alimentos publicada por el Centro de Endocrinología Experimental y Aplicada (CENEXA) creado mediante un acuerdo entre el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) y la Universidad Nacional de La Plata (UNLP).

Que asimismo arroja que “la CBA no llega a cubrir el valor energético propuesto para el Adulto Equivalente de 2700 kcal/día, dado que el valor obtenido es de 2554,52 kcal/día”.

Que en lo que concierne a las recomendaciones y parámetros de macronutrientes elaborados por FAO/OMS
, la composición de la CBA presenta hidratos de carbono y grasas en los valores de corte máximo, mientras que las proteínas en los valores de corte mínimo.

Que según se desprende del informe, el aludido patrón de consumo caracterizado por la alta ingesta tanto de hidratos de carbono como de grasas, repercute directamente en el aumento de la prevalencia de casos de obesidad, principal problemática de nutrición que afecta a nuestro país, de acuerdo a las últimas estadísticas oficiales disponibles que datan del año 2005 y que, a su vez, se constituye como epidemia mundial, conforme lo indica la Organización Mundial de la Salud
, que acarrea a su vez, enfermedades crónicas tales como diabetes, hipertensión arterial, cardiopatías, entre otras, provocando gastos extraordinarios en el sistema de salud. En dicho sentido, la posibilidad de atender a los datos expuestos puede redundar, en tanto política sanitaria de prevención, en un ahorro por parte del Estado en lo que concierne al tratamiento de las enfermedades sobrevinientes.

Que en línea con lo expuesto, la CBA presenta una densidad energética de 1.39 kcal/gr, encontrándose por encima de los valores estipulados para las dietas saludables, que son de 1 kcal/gr.  

Que a su vez, la OMS recomienda “rebajar el consumo de sodio a fin de reducir la tensión arterial y el riesgo de enfermedades cardiovasculares, ACV y cardiopatía coronaria entre los adultos” (…) patologías que representaron el 32% de defunciones registradas en el mundo, durante el transcurso del año 2016
 y “reducir la ingesta de sodio por debajo de los 2 g (5 g de sal) al día en el caso de los adultos”
. Que en el caso de la CBA, los valores de sodio superan los parámetros saludables recomendados por la OMS.

Que el informe afirma que la CBA parte de un criterio energético, más no nutricional, circunstancia que se traduce en la no consideración de situaciones especiales (embarazo, lactancia), o bien la diversidad y particularidades existentes en el territorio de la República Argentina.

Que si se atiende a los indicadores arrojados por la Encuesta Nacional de Nutrición y Salud (ENNYS) del año 2005, el 9.8% de los niños y niñas de 6 meses a 5 años presenta obesidad y que, particularmente, el Gran Buenos Aires constituye la región con mayor prevalencia de obesidad en niños y niñas de 6 meses a 5 años.

Que la tercera Encuesta Nacional de Factores de Riesgo (ENFR) del año 2013 arroja que 6 de cada 10 personas registraron exceso de peso y que 2 de cada 10 obesidad. A su vez, según la ENFR, en 2013 aumentó un 42.5% la prevalencia de obesidad respecto de 2005.

Que el informe expresa que el Estado debe arbitrar los medios necesarios para garantizar que los planes alimentarios, sobre todo en los sectores más vulnerados, aseguren la cantidad energética necesaria para mantener el equilibrio de su balance, la calidad alimentaria y la cobertura de todos los principios nutritivos como manera de garantizar una alimentación completa y el derecho al desarrollo.

Que el referenciado recomienda propiciar una intervención adecuada en estos aspectos a través de acciones formativas y políticas públicas focalizadas, considerando el momento biológico de cada persona y las diferentes situaciones que atraviesa, en especial, aquellas particulares como embarazo y lactancia, a fin de mantener un estado nutricional positivo, basado en la elección de alimentos que conformen una CBA que además de energética, sea nutritiva.

Que la OMS define la evaluación del estado nutricional como la “interpretación de la información obtenida de estudios bioquímicos, antropométricos y/o clínicos, que se utiliza básicamente para determinar la situación nutricional de individuos o de poblaciones en forma de encuestas, vigilancias o pesquisa”
.

Que a fin de contar con datos precisos para la intervención sería propicio que el Estado desarrolle una evaluación del estado nutricional contemplando los siguientes elementos: a) Un índice o indicador: medida objetiva y representativa de la situación nutricional; b) Población de referencia: valores de normalidad; y c) Límite de inclusión o de corte: valor que se considera límite de la normalidad.

Que en virtud de los datos que podrían surgir a partir de la propuesta metodológica mencionada, se podrían conformar métodos de estimación de pobreza que partan desde los requerimientos necesarios y el alcance de cobertura de los mismos, y no sólo desde el poder adquisitivo de los hogares, para así obtener un verdadero valor de la población en riesgo, es decir, aquella que no logra cubrir los requerimientos nutricionales básicos para el correcto desarrollo físico y psíquico.

Que de un análisis pormenorizado del informe, emerge una discordancia entre los criterios de medición de la pobreza en términos de un criterio monetario absoluto, y su medición desde un abordaje nutricional. En dicho sentido, se torna imperioso añadir variables multidimensionales en los procesos de medición de la pobreza, a fin de contar con parámetros que se ajusten a las Agendas de Desarrollo Humano (Agenda 2030), y habiliten a su vez, a forjar datos estadísticos que fortalezcan el diseño, ejecución y análisis de impacto de las políticas públicas en materia de alimentación/nutrición, de manera tal que resulten adecuados a la realidad social.  

Que el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce “el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.”

Que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha afirmado en la Observación General N° 12  “que el derecho a una alimentación adecuada está inseparablemente vinculado a la dignidad inherente de la persona humana y es indispensable para el disfrute de otros derechos humanos consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos. Es también inseparable de la justicia social, pues requiere la adopción de políticas económicas, ambientales y sociales adecuadas, en los planos nacional e internacional, orientadas a la erradicación de la pobreza y al disfrute de todos los derechos humanos por todos.”

Que el Objetivo de Desarrollo Sostenible número 2, “Poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible”, adoptados por la República Argentina, puntualmente el 2.1, incorpora como meta “Para 2030, poner fin al hambre y asegurar el acceso de todas las personas, en particular los pobres y las personas en situaciones vulnerables, incluidos los lactantes, a una alimentación sana, nutritiva y suficiente durante todo el año”
.
Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes.”

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.

Por ello,

EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE
ARTÍCULO 1: RECOMENDAR al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC) que revea la composición de la Canasta Básica Alimentaria, e incluya la dimensión nutricional como parámetro a tener en cuenta al momento de la realización de los estudios sobre medición de la pobreza e indigencia, a los fines de garantizar los estándares internacionales que obligan en materia de Derechos Humanos a la República Argentina, y el Objetivo de Desarrollo Sostenible N° 2.

ARTICULO 2: Registrar, notificar. Cumplido, archivar.

RESOLUCION N° 70/17
�	Porcentajes de macronutrientes propuestos por FAO/OMS: Hidratos de carbono: 55% del valor calórico total por día. Proteínas: 1 gr/kg peso corporal/día. Grasas: 20-30% del valor calórico total por día.


�	Documento disponible en: http://www.who.int/bulletin/volumes/93/7/14-150565.pdf?ua=1


�	Documento disponible en: http://www.who.int/elena/titles/sodium_cvd_adults/es/


�	Documento disponible en: http://www.who.int/nutrition/publications/guidelines/sodium_intake/en/


�	WHO: Anthropometry in nutritional surveillance: an overview. United Nations Protein Advisory Group Bull. 6:2; 1976.


�	PIDESC: http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx


�	https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html#GEN12


�	http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/hunger/
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